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Intervención de España EPU32 URUGUAY
España saluda cordialmente a la delegación de Uruguay y agradece su participación en este ejercicio del Examen Periódico Universal. 

Uruguay es parte en todas las Convenciones relevantes del sistema de Naciones Unidas en materia de Derechos Humanos y colabora regularmente con los órganos de los tratados y otros mecanismos de derechos humanos de Naciones Unidas, así como con los órganos del Sistema Interamericano de DDHH. 
España reconoce el firme compromiso de Uruguay en materia de derechos humanos y valora positivamente los esfuerzos desarrollados desde el último Examen para abordar los desafíos en la promoción y protección de los derechos humanos.
Con el objeto de abordar la situación del sistema penitenciario en el país, Uruguay cuenta con una Oficina del Comisionado Parlamentario para el Sistema Penitenciario. España saluda el trabajo de esta Oficina y recomienda (1) a Uruguay que dedique mayores recursos a la mejora de las instalaciones carcelarias, así como a una política integral de reinserción, con el objeto de mejorar las condiciones de las personas internas, reducir el hacinamiento, garantizando así el cumplimiento de los estándares internacionales. 

Uruguay también ha realizado importantes avances en la lucha contra la violencia contra las mujeres, especialmente a través de la aprobación en 2018 de la Estrategia Nacional para la Igualdad de Género y la Ley ante el Parlamento. España recomienda (2) a Uruguay dotar de recursos suficientes y avanzar en la puesta en práctica de medidas para lograr reducir los casos de violencia de género en el país.
España saluda los avances realizados por Uruguay en materia del derecho a la verdad, la justicia, la reparación, entre ellos la creación de una Fiscalía Especializada en crímenes de Lesa Humanidad en 2018. En este sentido, España recomienda (3) seguir avanzando en la lucha contra la impunidad mediante las acciones recursos necesarios que faciliten las investigaciones y asegurar así la aplicación del Derecho Internacional de los Derechos Humanos.
Uruguay se enfrenta a importantes retos en materia de servicios públicos de atención en salud mental. Si bien en 2017, Uruguay aprobó la Ley 19529 de Salud Mental, España  recomienda (4), garantizar el acceso a servicios de calidad de salud mental mediante la dotación de mayores recursos y la puesta en práctica de medidas efectivas que garanticen el respeto a los estándares internacionales.

